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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5122/2014.

QUEJOSO: **********.
PONENTE: MINISTRa olga sánchez cordero de garcía villegas.

SECRETARIa: ana carolina cienfuegos posada.
México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día **********, emite la siguiente:
S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelven los autos relativos al amparo directo en revisión 5122/2014, interpuesto por **********, en contra de la sentencia emitida por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo **********.

I. ANTECEDENTES

1. En sentencia definitiva de catorce de enero de dos mil catorce, el Juez Quincuagésimo Primero Penal del Distrito Federal, dentro de la causa penal **********, consideró a ********** y a **********, en su calidad de coautores materiales, penalmente responsables de los delitos de 1) robo agravado (cuando el delito se cometa en contra de transeúnte y con violencia física) y 2) tentativa de homicidio calificado (hipótesis de ventaja: cuando es superior por el número de los que intervengan con él) en agravio de **********; así como autor material al primero de los sentenciados en la comisión del delito de 3) tentativa de homicidio calificado (hipótesis de ventaja: cuando se halle inerme y aquel armado) en agravio de **********; imponiéndoles a los sentenciados, respectivamente, las penas de prisión de catorce años, dos meses y siete años, un mes, las cuales serían compurgadas en el Reclusorio Preventivo Varonil Oriente en el área destinada para el cumplimiento de las penas ejecutoriadas del sistema penitenciario.
Asimismo, los absolvió a la reparación del daño material y moral y los condenó a pagar la cantidad de **********, por concepto de perjuicios al pasivo **********, también les negó el beneficio de la sustitución de la pena de prisión, así como la suspensión condicional de la ejecución de la misma y ordenó la suspensión de sus derechos políticos.
2. Inconformes con la resolución anterior, los sentenciados, su defensor particular y el Ministerio Público, interpusieron recurso de apelación, por lo que la Tercera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, dentro del toca penal **********, dictó resolución el once de abril de dos mil catorce, modificando los puntos resolutivos segundo y tercero de la determinación recurrida, a fin de indicar que el A quo en funciones de Juez de Ejecución es quien designará el lugar en que los imputados deberán de compurgar la pena de prisión impuesta y, condenar a los sentenciados a la reparación del daño moral por la comisión del delito de tentativa de homicidio calificado (hipótesis de ventaja: cuando es superior por el número de los que intervengan con él) en agravio de **********, para pagar el tratamiento con el cual recuperó dicho ofendido su salud física y que ascendió a la cantidad de **********.
3. Contra esa resolución, el sentenciado ********** promovió amparo directo, del que conoció el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, quien lo registró con el número ********** y en sesión de dos de octubre de dos mil catorce, resolvió negar el amparo.

4. Contra tal resolución se interpuso la revisión que ahora se resuelve.
II. TRÁMITE

5. Demanda de amparo. **********, por su propio derecho, promovió juicio de amparo mediante escrito presentado el seis de junio de dos mil catorce, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, señalando como autoridad responsable ordenadora al Juez Quincuagésimo Primero Penal del Distrito Federal y como autoridades ejecutoras a la Tercera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y al Director del Reclusorio Preventivo Oriente del Distrito Federal, así como acto reclamado la sentencia definitiva emitida por la citada Sala Penal, el once de abril de dos mil catorce, en el toca penal **********.
6. El quejoso señaló como derechos fundamentales violados, los consagrados en los artículos 1°, 14, 16, 17, 20 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
7. En proveído de nueve de junio de dos mil catorce, el Juez Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, a quien por razón de turno correspondió conocer del asunto, lo registró con el número ********** y determinó carecer de competencia legal para conocer del mismo, en virtud de que el acto reclamado consistía en la sentencia definitiva emitida por la Tercera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en el toca penal **********; por lo que ordenó remitir la demanda de amparo al Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito en Turno.
8. Resolución del juicio de amparo. Correspondió conocer de la demanda en cuestión al Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el cual mediante proveído de dieciséis de junio de dos mil catorce, la registró con el número ********** y aceptó la competencia planteada; asimismo por diverso auto de veinticuatro de junio de dos mil catorce, la admitió únicamente por cuanto hace al acto reclamado a la Tercera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, consistente en la sentencia de once de abril de dos mil catorce, dictada en el toca penal **********, derivada de la causa penal **********.
9. Seguidos los trámites legales, el referido órgano colegiado, con fecha dos de octubre de dos mil catorce, dictó sentencia, en la que negó el amparo solicitado.
10. Interposición del recurso de revisión. El quejoso interpuso recurso de revisión por escrito presentado el diecisiete de octubre de dos mil catorce en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito. Posteriormente, mediante oficio de veinte de octubre del mismo año, el Actuario Adscrito al Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
11. Trámite del recurso ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El Presidente de este Alto Tribunal, mediante auto de veintinueve de octubre de dos mil catorce, admitió el presente recurso de revisión y ordenó turnar el expediente para su estudio a la Ministra Olga María Sánchez Cordero de García Villegas, integrante de la Primera Sala y radicarlo en ésta, en virtud de que la materia del asunto corresponde a la especialidad de dicha Sala; de igual manera ordenó la notificación del citado acuerdo al recurrente, a la autoridad responsable, a la parte tercero interesada y al Agente del Ministerio Público de la Federación, adscrito a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales conducentes.
12. La Primera Sala se avocó al conocimiento del presente asunto mediante acuerdo dictado el primero de diciembre de dos mil catorce; asimismo, se ordenó enviar nuevamente el asunto a la Ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, para la elaboración del proyecto respectivo.
13. El Agente del Ministerio Público de la Federación, adscrito a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, no formuló pedimento alguno.
III. COMPETENCIA

14. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y conforme a lo previsto en los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, en relación con el punto Quinto del diverso Acuerdo General Plenario 14/2008, de ocho de diciembre de dos mil ocho; al interponerse el medio de impugnación en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado, cuyo tema que por su especialidad corresponde a esta Sala.
15. Oportunidad del recurso.  El presente recurso de revisión fue interpuesto en tiempo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, al apreciarse de las constancias existentes que la sentencia recurrida fue dictada el dos de octubre de dos mil catorce y notificada personalmente a la parte recurrente el diez de octubre de dos mil catorce, misma que surtió efectos el día hábil siguiente, que fue el trece de octubre del mismo año.
16. En consecuencia, el término de diez días señalado en el artículo de mérito, transcurrió a partir del martes catorce al lunes veintisiete de octubre de dos mil catorce, excluyéndose los días dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de octubre, por ser sábados y domingos, en términos de lo dispuesto por los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
17. En esas condiciones, al haber sido presentado el recurso de revisión el diecisiete de octubre de dos mil catorce, resulta incuestionable que fue interpuesto dentro del término legal, previsto en el artículo 86 de la referida Ley de Amparo.
18. Procedencia. En este apartado se analiza, si en el caso, se reúnen los requisitos legales que condicionan la procedencia del presente recurso de revisión.
19. De una interpretación sistemática de los artículos 107, fracción IX,
 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II,
 de la Ley de Amparo vigente, se llega a la conclusión de que el recurso de revisión contra resoluciones pronunciadas en amparo directo por los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a menos que en ella se decida:
a)
Sobre la constitucionalidad de una norma general, se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, o se haya omitido el estudio respectivo cuando en los conceptos de violación se haya planteado una cuestión de inconstitucionalidad o la interpretación directa de un precepto constitucional; y
b) El problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. 
20. Lo anterior encuentra apoyo en la tesis de jurisprudencia 2ª./J.149/2007 emitida por la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, criterio que comparte esta Primera Sala y sigue siendo aplicable al presente asunto, no obstante que se rige por la nueva Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, conforme a lo establecido en su artículo sexto transitorio.
 La tesis de jurisprudencia es de rubro y texto siguientes:
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“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA. Los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 83, fracción V, 86 y 93 de la Ley de Amparo, 10, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Acuerdo 5/1999, del 21 de junio de 1999, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, permiten inferir que un recurso de esa naturaleza sólo será procedente si reúne los siguientes requisitos: I. Que se presente oportunamente; II. Que en la demanda se haya planteado la inconstitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal y en la sentencia se hubiera omitido su estudio o en ella se contenga alguno de esos pronunciamientos; y III. Que el problema de constitucionalidad referido entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia a juicio de la Sala respectiva de la Suprema Corte; en el entendido de que un asunto será importante cuando de los conceptos de violación (o del planteamiento jurídico, si opera la suplencia de la queja deficiente) se advierta que los argumentos o derivaciones son excepcionales o extraordinarios, esto es, de especial interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la resolución que se pronuncie establezca un criterio que tenga efectos sobresalientes en materia de constitucionalidad; por el contrario, deberá considerarse que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado, cuando no se hayan expresado agravios o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir y en los demás casos análogos a juicio de la referida Sala, lo que, conforme a la lógica del sistema, tendrá que justificarse debidamente”.

21. En este orden de ideas, el presente recurso resulta procedente, pues en la sentencia reclamada se hizo pronunciamiento sobre la constitucionalidad de los artículos 70, 72, 128 y 138 del Código Penal para el Distrito Federal. 
IV. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS
22.  A continuación se señalan las cuestiones necesarias para resolver el asunto.
23. Conceptos de violación. Como conceptos de violación, en lo que es materia de la presente revisión, el quejoso planteó lo siguiente:
a) Que cuando detuvieron al quejoso no le presentaron orden de aprehensión y todo el tiempo estuvo incomunicado, sin que le dejaran hablar por teléfono.

b) Que cuando declaró en la Agencia Ministerial no había nadie de confianza, ni abogado defensor.
c) Que se manipularon las imputaciones en su contra.

d)  Que se viola en su perjuicio el derecho de igualdad real de oportunidades a todas las personas.
e) Que fue sentenciado de manera excesiva e inconstitucional, pues el equidistante mínimo-medio rebasa el concepto de legalidad que debería ser menor de 1.32 con respecto al parámetro justo, sin que se tomará en cuenta la individualización de la pena.

Que se violan sus derechos fundamentales, consagrados en los artículos 1°, 14, 16, 17, 20 y 133, al existir discriminación y al violarse el procedimiento en su detención y en el juicio, así como por parcialidad en su contra, falta de equidad procesal y por aplicación de agravantes que no tienen sustento en la Constitución Federal ni en Tratados Internacionales.
Que es un abuso de autoridad imponer penas excesivas y adicionales al delito, en virtud de que es una forma de disfrazar el artículo 23 constitucional.
f) Que los testigos de oídas no presenciaron los hechos y en ese sentido, carece de valor probatorio su dicho.
g) Que lo que se requiere para motivar un auto de formal prisión o una sentencia es un conjunto de testimonios que integren datos suficientes para justificar una responsabilidad y no un dicho aislado que pueda restringir la libertad de una persona.

24. Sentencia recurrida. El Tribunal Colegiado del conocimiento, se pronunció en relación a lo anterior, de acuerdo a lo siguiente:
a) Que son infundados los conceptos de violación en los que se sostiene que la sentencia recurrida es violatoria de los artículos 1°, 14, 16, 17, 20 y 133 constitucionales, porque lo detuvieron sin presentar orden de aprehensión y todo el tiempo estuvo incomunicado ya que no lo dejaron hablar por teléfono, sin estar asistido de abogado defensor o persona de su confianza.
Lo anterior porque contrario a lo que sostiene el quejoso, para que su detención fuera practicada bajo el marco constitucional y legal, no era menester que se hubiere librado orden de aprehensión en su contra, sino que como se desprende de las constancias de autos, su detención se llevó a cabo hasta el nueve de julio de dos mil trece, después de que la autoridad ministerial por conducto de agentes de investigación intentaron localizarlo y presentarlo ante el Ministerio Público bajo el cumplimiento de una orden de búsqueda y localización, en ejercicio de su potestad constitucional de autoridad investigadora a que alude el artículo 21 constitucional y una vez que rindió su declaración, se ordenó su retención bajo la hipótesis de caso urgente con fundamento en los artículos 16 de la Constitución Federal y 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. Aunado a que durante su estancia en el Ministerio Público, no mediaron actos de incomunicación al permitírsele comunicarse con sus familiares, ni violaciones al debido proceso, específicamente en cuanto a sus derechos de defensa adecuada a través de un licenciado en derecho como lo fue haber estado asistido de su defensora de oficio.
Que el diez de julio de dos mil trece, se le hizo saber al quejoso los derechos que en su favor consignaba el artículo 20 de la Constitución Federal, entre ellos, designar defensor para que lo asistiera y permitirle comunicarse con las personas que solicitara vía telefónica, a lo cual manifestó que no deseaba declarar hasta en tanto se encontraran presentes sus familiares, los cuales ya estaban enterados de su detención y que no deseaba designar defensor de oficio por el momento; además de que de autos se advertía que el once de julio de dos mil trece, la madre del quejoso solicitó pase de visita para entrevistarse con él.

Que el once de julio de dos mil trece, el quejoso manifestó que designaba como su abogada a la defensora de oficio ********** -foja **********, tomo **********, de la causa penal **********-, quien una vez que protestó el cargo, estuvo presente en su declaración ministerial, donde fue debidamente enterado de los derechos que le asistían.
Que además el once de julio de dos mil trece, el Ministerio Público ejerció acción penal en contra del quejoso, por los delitos de 1) Robo agravado calificado y 2) Homicidio calificado en grado de tentativa  (con violencia física), previstos y sancionados en los artículos 220, párrafo primero, 224, fracción IX, 225, párrafo primero, fracción I, 123, párrafo único, 138, párrafo inicial, fracción I, todos del Código Penal para el Distrito Federal, por lo que el Juez Quincuagésimo Primero Penal del Distrito Federal, ante quien se radicó la averiguación previa, el doce de julio de dos mil trece, calificó de legal la detención bajo la hipótesis de caso urgente.

Que asimismo el A quo recibió la declaración preparatoria del inculpado asistido por su defensor particular ********** -foja **********, de la causa penal **********-, en la que se le hizo del conocimiento del quejoso las garantías que se consagran en su favor en el artículo 20 constitucional.
  
Que una vez desahogadas las pruebas admitidas por el juez de primera instancia y una vez decretado el cierre de la instrucción, se dictó la sentencia definitiva en la que se condenó al quejoso por la comisión de los delitos de 1) robo agravado (cuando el delito se cometa en contra de transeúnte y con violencia física), previsto en los artículos 220, párrafo primero, 224, fracción IX y 225, fracción I, del Código Penal para Distrito Federal; 2) tentativa de homicidio calificado (hipótesis de ventaja: cuando es superior por el número de los que intervengan con él) en agravio de ********** y; 3) tentativa de homicidio calificado (hipótesis de ventaja: cuando se halle inerme y aquel armado) en agravio de **********, previstos y sancionados en los artículos 123 párrafo único, en relación con el artículo 20, 138, fracción I, incisos b) y d), todos del Código Penal para el Distrito Federal; sentencia de primer grado, que fue impugnada por el quejoso así como por su defensor particular, mediante recurso de apelación, el cual fue resuelto el once de abril de dos mil catorce, por la Tercera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en el toca de apelación **********, en el sentido de modificar la sentencia impugnada.  
Que de lo anterior se advierte la preservación del derecho de defensa adecuada del quejoso que establece el artículo 20 constitucional, a través del respeto irrestricto de una tutela judicial efectiva que preserva el diverso artículo 17 constitucional y del debido proceso, siendo aplicable la jurisprudencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO”.
b) Que contrario a lo que aduce el quejoso, el acto reclamado tampoco carece de fundamentación y motivación, pues la autoridad responsable citó los preceptos legales que le sirvieron de apoyo, como son los artículos 220, párrafo primero, 224, fracción IX, 225, fracción I, 123, párrafo único, 138, párrafo inicial, fracción I, incisos b) y d), todos del Código Penal para el Distrito Federal, en los que se contiene la descripción típica del delito de 1) robo agravado (cuando el delito se cometa en contra de transeúnte y con violencia física); 2) tentativa de homicidio calificado (cuando es superior por el número de los que intervengan con él), ambos en agravio de ********** y 3) tentativa de homicidio calificado (cuando se halle inerme y aquel armado) en agravio de **********.

Que aunado a lo anterior, la Sala responsable se fundó en los artículos 20 (hipótesis de tentativa punible), en relación con el 15, párrafo único (hipótesis de acto), 17, fracción I (delito instantáneo), 18, párrafo primero (hipótesis de acción dolosa) y párrafo segundo (conocer y querer) y 22, fracción II (los que lo realicen conjuntamente), en relación con los dos primeros y en su carácter de autor material, en términos del artículo 22, fracción I, en el ilícito cometido en agravio de **********, todos del citado Código Penal para el Distrito Federal, en los que se establece la naturaleza instantánea y el carácter doloso de las conductas delictivas acreditadas por la responsable, así como la forma de intervención del sujeto activo.

También la Sala invocó los artículos 245, 248, 253, 254, 255 y 286 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en los que se establecen los principios generales que rigen la valoración de las pruebas, además expresó los razonamientos que la llevaron a concluir en tal sentido, así como los motivos para conceder valor a los diversos elementos probatorios que tomó en cuenta para tener por demostrada la existencia de los delitos y la plena responsabilidad del sentenciado en su comisión; de tal manera que la responsable fundó y motivó el acto reclamado.
Que por lo anterior, se satisfacen las exigencias del artículo 16, párrafo primero, constitucional y de la jurisprudencia de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN”.
c) Que son infundados los conceptos de violación del quejoso a través de los cuales impugna la valoración de los medios de prueba; en virtud de que la Sala responsable normó su arbitrio judicial en observancia a las reglas fundamentales de la lógica y los principios de justipreciación de los medios de prueba, en términos de los preceptos que sirven de fundamento a la sentencia reclamada, como son los artículos 245, 253, 254, 255, 261 y 286 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, pues se ajustó a las constancias procesales existentes en autos e hizo una justa valoración de las mismas, por lo que legalmente tuvo por acreditados los elementos que integran los delitos citados, así como la responsabilidad del impetrante en su comisión.
Que la Sala responsable legalmente concluyó que el quejoso fue la persona que conjuntamente con otros y, dolosamente, el veintiuno de junio de dos mil trece, afuera del domicilio ubicado en **********:

1) Con ánimo de dominio y sin consentimiento de quien legalmente podía otorgarlo, se apoderó de cosa mueble ajena, consistente en la cantidad de efectivo de ********** (**********), propiedad del ofendido **********, los cuales tenía en la bolsa trasera izquierda de su pantalón, lo cual aconteció cuando éste caminaba (transeúnte) sobre la calle en dirección a una vinatería cuando por medio de la violencia física una vez que un sujeto le gritó que le diera su celular y cartera, al hacer caso omiso, fue golpeado con un arma de fuego en la nuca, por lo que perdió el equilibrio y cayó al suelo, donde fue golpeado en cara, cráneo y en el pulmón y costilla izquierda por diversos sujetos.
2) Asimismo, exteriorizó la totalidad de los actos ejecutivos, unívocos, idóneos y eficaces tendentes a privar la vida al ofendido **********, lo cual aconteció cuando con un arma de fuego que tenía en la mano derecha el activo, así como al propinarle junto con otros, patadas y puñetazos, le provocaron zona equimótica en región malar izquierda, seis heridas por contusión en cráneo y mentón, avulsión de canino izquierdo, fractura de arco costal izquierdo, lo que le ocasionó hemotórax izquierdo (sangre en la cavidad pleural); resultado material que  no se logró por causas ajenas a la voluntad del activo, como lo fue que el ofendido solicitó ayuda de los compañeros de escuela que se encontraban cerca del lugar y que se colocó los brazos frente a su rostro  para protegerse, así como que giró la cabeza de un lado a otro; actuar que desplegó con ventaja, ya que el inculpado actuó conjuntamente con otros siete u ocho sujetos más.
3) Que también el actuar por sí, exteriorizó la totalidad de los actos ejecutivos, unívocos, idóneos y eficaces tendentes a privar de la vida al ofendido **********, lo cual aconteció cuando el activo con un arma de fuego disparó hacia donde se encontraba el pasivo, lo que le provocó una herida a nivel malar que atravesó cavidad oral con fractura de apófisis mastoidea derecha, heridas que dejaron un mal funcionamiento de la función masticatoria por la fractura de la mandíbula derecha; resultado material que no se logró por causas ajenas a la voluntad del activo, como lo fue que el ofendido reaccionó de inmediato y giró su cuerpo hace su costado derecho; actuar que desplegó con ventaja, al encontrarse al pasivo inerme y el activo armado con un instrumento bélico, todo ello con conciencia de esa superioridad.
d) Que resulta infundado el concepto de violación del quejoso en el que aduce que a los testigos de cargo no les constan los hechos y que por ello carece de valor probatorio su testimonio, aunado a que se manipularon las imputaciones en su contra.
Que contrario a lo que aduce el quejoso, de las declaraciones de los ofendidos ********** y **********, así como de lo expuesto por el denunciante **********, quienes presenciaron los hechos fácticos acorde con el segmento que cada quien vivió, se advierte que los eventos atribuidos al quejoso acontecieron cuando para desapoderar de su dinero al primero de los ofendidos, aquél con un arma de fuego que portaba lo golpeó en la nuca al tiempo que le decía “vas a valer madre puto”, lo que permitió que cayera al suelo y mientras el sentenciado lo golpeaba, otro sujeto le extraía su dinero que tenía en la bolsa trasera de su pantalón, en tanto que siete u ocho sujetos más se acercaron para golpearlo con pies y puños hasta que perdió el sentido, con lo que le provocaron seis heridas contusas en cráneo, mentón y en malar izquierdo, avulsión de canino inferior izquierdo parcial, así como fractura de costilla izquierda; resultado de privarle la vida que no se consumó en atención a las maniobras de defensa empleadas por el ofendido como tratar de taparse la cabeza con sus brazos y girar de un lado hacia otro, así como por la presencia de sus compañeros a los cuales les solicitó ayuda.
Que al tratar de ayudar al ofendido y salir a auxiliarlo el diverso pasivo **********, el sentenciado una vez que efectuó dos disparos al aire al tenerlo de frente se dirigió con él y le dijo “hijo de la chingada te voy a matar”, en ese instante disparó en su contra, proyectil que ingresó en región facial, al presentar herida a nivel malar derecho, con orificio de entrada a nivel retroauricular derecha y orificio de salida en cavidad oral con fractura de apófisis mastoides derecha (fractura mandibular), lo que le ocasionó disminución del normal funcionamiento de la función masticatoria; privación de la vida que no se realizó por causas ajenas a la voluntad del quejoso, como lo fue que el pasivo como instinto de defensa se hizo a su costado derecho lo que le impidió que el proyectil lesionara alguna parte esencial del cerebro; por lo que no obstante esas conductas delictivas si pusieron en peligro el bien jurídico tutelado como es la vida humana, en específico, de ********** y **********.

Que no se soslaya la declaración ministerial del quejoso en el que negaba los hechos, así como su declaración preparatoria en la que ratificó la ministerial y que en audiencia de duplicidad del plazo constitucional, agregó una versión de los hechos, que intentó robustecer con el testimonio de ********** y de **********, sin embargo, dicha versión y testimonio resultaron inverosímiles y carentes de lógica.

Que si bien a la denunciante ********** no le constan los hechos, su dicho se robustece con lo expuesto con los testigos de cargo, es decir, que con motivo de una reunión en su casa, fueron lesionados los ofendidos y aun cuando tampoco les constan los hechos a los elementos aprehensores, sus deposados resultaron útiles para desprender la forma en que fue detenido el sentenciado y su coinculpado.

e) Que resulta infundado el argumento del quejoso en el que aduce que la Sala responsable acreditó agravantes que no tienen sustento en la Constitución ni en Tratados Internacionales, que también ilegalmente le impuso pena pecuniaria y que las penas impuestas resultaron excesivas y desproporcionales.
Que al respecto, la Sala responsable concluyó que el quejoso, dolosamente, cometió los delitos atribuidos, certidumbre jurídica a la que arribó con apoyo en el cúmulo probatorio consistente en las imputaciones firmes y categóricas de los ofendidos ********** y **********, del denunciante **********, así como de lo expuesto por los elementos policiacos, la inspección en el lugar de los hechos, las notas y certificados médicos y dictámenes de lesiones, para determinar que el sentenciado desplegó su intervención como autor material directo en términos de lo previsto en las fracciones I y II del artículo 22 del Código Penal para el Distrito Federal, respecto de los delitos de 1) robo agravado (cuando el delito se cometa en contra de transeúnte y con violencia física, 2) tentativa de homicidio calificado (cuando es superior por el número de los que intervengan con él), ambos en agravio de ********** y 3) tentativa de homicidio calificado (cuando se halle inerme y aquel armado) en agravio de **********.
Que la responsable legalmente acreditó la plena responsabilidad penal del sentenciado, a través de la reestructuración de la prueba circunstancial, de valor convictivo pleno, a que se refiere el artículo 261 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, sin que se encontrara demostrada alguna hipótesis de exclusión del delito, contenidas en el artículo 29 del Código Penal para el Distrito Federal.

Que por otra parte, el ejercicio de la facultad atribuida a los juzgadores penales para determinar el grado de culpabilidad del agente en la comisión del delito, como requisito previo indispensable a la imposición de la pena dentro de los límites fijados por la ley (individualización), conforme a los parámetros y disposiciones del Código Penal para el Distrito Federal, no pueden ser considerados irrestrictos, caprichosos, infamantes, crueles, excesivos, inusitados y trascendentes y menos aún atentar contra la dignidad del ser humano, pues el legislador estableció con precisión el marco a través del cual el juzgador habrá de ceñir su determinación para graduar el grado de culpabilidad.
Que en ese sentido, los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, que establecen las directrices precisas para que el juzgador lleve a cabo la individualización de las penas y medidas de seguridad que estime necesario aplicar dentro del marco normativo aplicable; no infringen la garantía de exacta aplicación de la ley penal consagrada en el tercer párrafo del artículo 14 constitucional, ni la garantía de legalidad que prevé el artículo 16 constitucional, pues la individualización legal, no es más que la organización de la individualización judicial, que fija los límites de la actuación del juez trazando el campo de su arbitrio para establecer el grado de culpabilidad.
Que además, en todo delito grave o no, el legislador estableció un parámetro mínimo a máximo, lo que es acorde con el principio de adecuada individualización de la pena, de ahí que, si bien conforme a lo dispuesto por los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, para la aplicación de sanciones se deben tomar en cuenta las circunstancias exteriores de ejecución del delito, las peculiaridades del delincuente, la gravedad del ilícito, como el grado de culpabilidad del agente, también es cierto que ello no implica que deba ser sancionado bajo dos ópticas diferentes, una por el grado de culpabilidad del sentenciado y otra, por la gravedad del ilícito cometido, ya que para imponer una sanción justa y adecuada al delito, se deben examinar ambas cuestiones, no como aspectos autónomos, sino complementarios, ya que el juzgador, al momento de aplicar la sanción al reo, de acuerdo con el citado artículo 72, debe realizar un estudio integral de todas y cada una de las circunstancias que rodearon al evento delictivo, para lo cual se atenderá al contenido de las fracciones de ese precepto legal.
Que contrario a lo aducido por el sentenciado en sus conceptos de violación, los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, al establecer factores concretos a analizar para obtener el grado de culpabilidad que presenta el reo, en el cual se incluyen tanto las circunstancias peculiares del delincuente (grado de culpabilidad) como la gravedad del ilícito que se cometió; no pugnan con el contenido de los artículos 14 y 16 constitucionales.
Que así, contrario a lo sostenido por el quejoso, la pena de prisión impuesta, acorde con el grado de culpabilidad fijado por la autoridad responsable, no puede estimarse desproporcional y excesiva, en atención a la lesión y puesta en peligro de los bienes jurídicos tutelados, como lo son el patrimonio y la vida de los ofendidos; ya que de conformidad con las tesis “PENAS. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS” y “PENAS. PARA ENJUICIAR SU PROPORCIONALIDAD CONFORME AL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL PUEDE ATENDERSE A RAZONES DE OPORTUNIDAD CONDICIONADAS POR LA POLÍTICA CRIMINAL INSTRUMENTADA POR EL LEGISLADOR”, la Primera Sala del Alto Tribunal, ha señalado que la gravedad de la pena debe ser proporcional a la del hecho antijurídico y del grado de afectación al bien jurídico protegido, de manera que las penas más graves deben dirigirse a los tipos penales que protegen los bienes jurídicos más importantes.

Que el delito de tentativa de homicidio calificado, es acorde al test de proporcionalidad, para lo cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado que la previsión normativa de dicho delito no comprende una doble calificación o sanción de la conducta, sino la previsión de acciones concretas y la gradualidad del reproche en torno a las circunstancias que confluyen en su realización, pues cuando concurre alguna circunstancia contenida en el artículo 138 del Código Penal para el Distrito Federal, que agrava el reproche de la conducta, entonces la pena aumenta, ya que ello obedece al incremento gradual en un marco de proporcionalidad de la sanción.
Que por tanto, los artículos 128 y 138 del Código Penal para el Distrito Federal, al prever una sanción más severa que la aplicable al delito simple, por actualizarse alguna de las hipótesis o circunstancias que el segundo de los preceptos señala, no violan el principio de proporcionalidad de las penas previsto en el artículo 22 constitucional, que impone la correlación con la gravedad del delito que se sanciona y la intensidad de la afectación al bien jurídico.
Que la Sala responsable, estimó no imponer pena alguna por el delito de robo calificado, lo cual disminuyó visiblemente el quantum de la pena privativa de libertad impuesta al quejoso. 
f) Que la autoridad responsable de manera legal determinó que la pena privativa de libertad, el sentenciado la debería compurgar en el lugar que designe el Juez natural que se encuentre en funciones de Juez de Ejecución de Sanciones Penales en el Distrito Federal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, fracción XIII, de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales, así como en el acuerdo general 59-28/2011, emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura del Distrito Federal y en el diverso acuerdo 62-48/2011, emitido por el mismo órgano.
g) Que correctamente se absolvió al quejoso de la reparación del daño respecto al delito de 1) robo agravado, cometido en agravio de **********, al estimar que el monto del objeto material era indeterminado.
Que también se absolvió al quejoso por concepto de la reparación del daño material, respecto a los delitos de tentativa de homicidio calificado en agravio de ********** y **********, porque al ser delitos de peligro no es posible su cuantificación en términos del artículo 47 del Código Penal para el Distrito Federal y sin embargo, se le condenó a la reparación del daño moral, al haberse acreditado que con motivo de las lesiones inferidas al segundo de los ofendidos citados, éste erogó determinada cantidad con motivo del tratamiento médico. 
h) Que fue legal que la responsable le negara al sentenciado los sustitutivos de la pena de prisión y el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, en virtud de que la pena de prisión de catorce años dos meses de prisión impuesta, excede de cinco años; así como que se le suspendieran sus derechos políticos, sin que se advirtiera queja deficiente que suplir de oficio.
25. Agravios. El recurrente en sus agravios, esencialmente expone lo siguiente: 
a) Que el Tribunal Colegiado del conocimiento, omite puntos de importancia que le causan agravio, pues no se toma en consideración el estado de indefensión que tuvo ante la Agencia Ministerial, violando con ello su reconocimiento de inocencia, el derecho de debido proceso, así como la igualdad real de oportunidades de todas las personas y demás derechos fundamentales, contenidos en los artículos 17 y 20, fracciones V y VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
26. Estudio. Esta Primera Sala considera que es acertado el estudio realizado por el Tribunal Colegiado sobre la constitucionalidad de los artículos 70, 72, 128 y 138 del Código Penal para el Distrito Federal.
27. En principio, esta Primera Sala estima que como correctamente lo determinó el Tribunal Colegiado, los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, no son contrarios a las garantías de exacta aplicación de la ley penal y de legalidad, contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni constituyen una pena excesiva, inusitada y trascendental, porque tal como se sostuvo en la sentencia recurrida, el ejercicio de la facultad atribuida a los juzgadores para individualizar las penas, a través de las reglas contenidas en esos preceptos legales, no significa el uso de una atribución irrestricta y caprichosa.
28. Al respecto, los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, establecen:

“Artículo 70 (Regla general). Dentro de los límites fijados por la ley, los jueces y tribunales impondrán las sanciones establecidas para cada delito, teniendo en cuenta las circunstancias exteriores de ejecución y las peculiares del delincuente, en los términos del artículo 72 de este Código.

Cuando se trate de punibilidad alternativa, en la que se contemple pena de prisión, el juez podrá imponer motivando su resolución, la sanción privativa de libertad sólo cuando ello sea ineludible para los fines de justicia, prevención general y prevención especial”.
“Artículo 72 (Criterios para la individualización de las penas y medidas de seguridad). El Juez, al dictar sentencia condenatoria, determinará la pena y medida de seguridad establecida para cada delito y las individualizará dentro de los límites señalados, con base en la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente, tomando en cuenta:

I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla;

II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o del peligro en que éste fue colocado;

III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado;

IV. La forma y grado de intervención del agente en la comisión del delito; los vínculos de parentesco, amistad o relación entre el activo y el pasivo, así como su calidad y la de la víctima u ofendido;

V. La edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales del sujeto, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir. Cuando el procesado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos y costumbres;

VI. Las condiciones fisiológicas y psíquicas específicas en que se encontraba el activo en el momento de la comisión del delito;

(REFORMADA, G.O. 18 DE MARZO DE 2011)

VII. Las circunstancias del activo y pasivo, antes y durante la comisión del delito, que sean relevantes para individualizar la sanción, incluidos en su caso, los datos de violencia, la relación de desigualdad o de abuso de poder entre el agresor y la víctima vinculada directamente con el hecho delictivo, así como el comportamiento posterior del acusado con relación al delito cometido;

VIII. Las demás circunstancias especiales del agente, que sean relevantes para determinar la posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma.

Para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad, el Juez deberá tomar conocimiento directo del sujeto, de la víctima y de las circunstancias del hecho y, en su caso, requerirá los dictámenes periciales tendientes a conocer la personalidad del sujeto y los demás elementos conducentes”.
29. Del contenido de los citados preceptos transcritos se advierte que aluden a la aplicación de penas y medidas de seguridad, estableciendo las reglas genéricas, así, el artículo 70 establece que dentro de los límites fijados por la ley, los jueces y tribunales impondrán las sanciones establecidas para cada delito, pero tomando en cuenta la circunstancias exteriores de ejecución y las peculiares del delincuente, en términos de lo que establece el artículo 72; asimismo, señala, que cuando se trate de una punibilidad alternativa, en la que se contemple pena de prisión, el juez podrá imponer la sanción privativa de la libertad cuando ello sea ineludible para los fines de la justicia, prevención general y prevención especial, motivando su resolución.
30. Por su parte el artículo 72 establece los criterios para la individualización de las penas y medidas de seguridad, señalando que el juez, al dictar una sentencia condenatoria, determinará la pena y la medida de seguridad establecida para cada delito, individualizándola dentro de los límites señalados, con base en la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente, para ello tomará en cuenta la naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para llevarla a cabo; la magnitud del daño causado al bien jurídico protegido o al peligro al que fue expuesto; la circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado; la forma y el grado de intervención del activo en la comisión del delito; los vínculos de parentesco, amistad o relación entre el activo o el pasivo, así como su calidad y la de la víctima u ofendido; así también se advierte que deberá tomar en cuenta la edad, el nivel de educación, las costumbres, las condiciones sociales, económicas y culturales del sujeto, los motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir y si pertenece a un grupo étnico o un pueblo indígena se tomarán en cuenta sus usos y costumbres; las condiciones fisiológicas y psíquicas que se encontraban en el activo al momento de cometer el activo; las circunstancias del activo y pasivo antes y durante la comisión del delito, que sean relevantes para la individualización de la sanción incluyendo los datos de violencia, la relación de desigualdad o de abuso de poder entre el agresor y la víctima vinculada directamente con el hecho delictivo, así como con el comportamiento posterior del acusado con relación al delito cometido; también deberá tomar en cuenta el juzgador las circunstancias especiales del agente que sean relevantes para determinar la posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma y finalmente señala el precepto que para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad el juez deberá tomar conocimiento directo del sujeto, de la víctima y de las circunstancias del hecho, y en su caso, requerirá los dictámenes periciales tendientes a conocer la personalidad del sujeto y los demás elementos conducentes (esto último ya fue declarado inconstitucional por esta Primera Sala).
31. Ahora bien, de los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, se advierte que los mismos establecen las reglas para la fijación de la disminución o aumento de las penas, así como los criterios para su individualización y la de las medidas de seguridad, de cuyo contenido se desprende un marco normativo al que el juez debe atender para determinar el grado de culpabilidad del sujeto activo y con ello fincar el reproche respectivo, por lo que si bien es cierto que para lo anterior hace uso de su arbitrio, también lo es que dicho marco normativo regula su actuación lo que necesariamente, implica un límite a la actividad jurisdiccional en la labor de la individualización de las penas, pues dicho marco no fija denominaciones o categorías predeterminadas respecto de la graduación de la culpabilidad sino que se limita a proporcionar reglas normativas que a la postre regulan el criterio del juzgador, evitando así que este imponga alguna pena por analogía o por mayoría de razón, ya que en cada caso tendrá que fundar y motivar porqué establece un determinado grado de culpabilidad y responsabilidad como base de la individualización de la pena.
32. Así, la facultad de los jueces penales para individualizar las penas no significa el uso de una atribución irrestricta y caprichosa ni su proceder significa que vaya en contra de la dignidad del ser humano que permita la imposición de las penas de mutilación, infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento en cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualquier otra pena inusitada y trascendental, en razón de que los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, exigen al juzgador que, al efectuarla, observen las reglas específicas ahí contenidas, es decir, las circunstancias exteriores de ejecución de delito y las peculiares del delincuente, determinando la pena dentro de los límites señalados con base en la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente, tomando en cuenta, además, las fracciones del último precepto (con excepción del último párrafo del citado artículo 72).
33. Lo anterior en virtud de que mientras mayores parámetros para la individualización se prevean en un ordenamiento legal, más se acercará a lo justo; individualización que no es más que la organización de la individualización judicial, que fija los límites de la actuación del juzgador trazando el campo de su arbitrio, el cual se mueve en los límites mínimo y máximo de las sanciones establecidas para cada delito, para así establecer un parámetro lógico, que determine un grado concreto de culpabilidad (mínimo, medio, etcétera), lo que implica que no se trate de un arbitrio libre o ilimitado; además, es preciso que la ley deje suficiente iniciativa y elasticidad para que el juzgador pueda individualizar la pena conforme a la exigencias de cada caso.
34. De ahí que los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, al establecer las directrices precisas para que el juzgador lleve a cabo la individualización de las penas y medidas de seguridad, que estime necesario aplicar dentro del marco normativo aplicable, no infringen derechos de exacta aplicación de la ley penal y legalidad, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; además, de una interpretación lógica, sistemática y concatenada de tales numerales, no solo entre sí o entre otros del mismo ordenamiento sustantivo, sino también con lo que establecen la doctrina y la jurisprudencia como fuentes del derecho que, en conjunto, forman parte de la estructura jurídica del sistema de derecho que rigen nuestro país, se advierte que no transgreden el artículo 22 de la Constitución Federal.
35. Al respecto, son aplicables las siguientes tesis:
Novena Época 

Registro: 179996 

Instancia: Primera Sala 

Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XX, Diciembre de 2004 

Materia(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a. CXLV/2004 

Página: 352 

“ARBITRIO JUDICIAL. LOS ARTÍCULOS 71 Y 72 DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE LO PREVÉN PARA EL EFECTO DE INDIVIDUALIZAR LAS PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, NO VIOLAN LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. De los citados preceptos, que establecen las reglas para la fijación de la disminución o aumento de las penas, así como los criterios para su individualización y la de las medidas de seguridad, se desprende un marco normativo al que el Juez debe atender para determinar el grado de culpabilidad del sujeto activo, y con ello fincar el reproche respectivo, por lo que si bien es cierto que para lo anterior hace uso de su arbitrio, también lo es que dicho marco normativo regula su actuación, lo que implica un límite a la actividad jurisdiccional en la labor de individualización de las penas, razones por las cuales los citados artículos no violan las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.
Amparo directo en revisión **********. 26 de mayo de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guadalupe Robles Denetro.

Novena Época 

Registro: 181119 

Instancia: Primera Sala 

Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XX, Julio de 2004 

Materia(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a. XCIX/2004 

Página: 197 
“INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. LOS ARTÍCULOS 71 Y 72 DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECEN EL MARCO JURÍDICO QUE DEBE ATENDER EL JUZGADOR PARA DETERMINAR EL GRADO DE CULPABILIDAD, NO VIOLAN LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. Los citados preceptos que establecen un marco jurídico que el juzgador debe atender para determinar el grado de culpabilidad del sujeto activo, y con ello fincar el reproche respectivo, no violan las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues solamente establecen un límite a la actividad jurisdiccional en la labor de individualizar la pena. Ello es así, porque dicho marco no fija denominaciones o categorías predeterminadas respecto de la graduación de la culpabilidad, sino que se limita a proporcionar reglas normativas para regular el criterio del juzgador, evitando así que éste imponga alguna pena por analogía o por mayoría de razón, puesto que en cada caso tendrá que motivar por qué establece un determinado grado de culpabilidad como base de la individualización de la pena”.
Amparo directo en revisión **********. 26 de mayo de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guadalupe Robles Denetro.

Novena Época 

Registro: 200142 

Instancia: Pleno 

Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo III, Abril de 1996 

Materia(s): Penal, Constitucional 

Tesis: P. LVI/96 

Página: 86 
“INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS PENAS. LAS REGLAS CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 51 Y 52 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, NO SON INCONSTITUCIONALES. La facultad de los Jueces penales para individualizar las penas, no significa el uso de una atribución irrestricta y caprichosa, pues los artículos 51 y 52 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicables en materia federal, obligan al juzgador para que al efectuarla, observe las reglas específicas que ellos contemplan, como son el conocimiento directo de las circunstancias en que se hallaba el sujeto al delinquir, así como las referidas al hecho y a la víctima pues, mientras mayores parámetros para la individualización prevea un ordenamiento legal, más se acercará a lo justo y si bien los invocados preceptos no establecen para efectos de fijar la condena, una equidistancia entre una media y una máxima o una mínima y una media, es preciso que la ley deje suficiente iniciativa y elasticidad para que el juzgador pueda individualizar la pena conforme a las exigencias de cada caso, sin que esto constituya violación a los artículos 14 y 16 constitucionales”.
Amparo directo en revisión **********. **********. 6 de febrero de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Salomón Saavedra Dorantes.

Amparo directo en revisión **********. **********. 6 de febrero de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jorge H. Benítez Pimienta.

Amparo directo en revisión **********. **********. 6 de febrero de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Juan Ramírez Díaz.
36. Similares consideraciones fueron sostenidas por esta Primera Sala en el amparo directo en revisión **********, resuelto el nueve de julio de dos mil catorce, por unanimidad de cuatro votos, siendo ponente la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
37. Cabe mencionar, que no pasa desapercibido que esta Primera Sala ya resolvió por unanimidad de votos en el amparo directo en revisión **********, que es inválida la porción normativa del artículo 72 del Código Penal del Distrito Federal que dispone: “para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad, el Juez (…) en su caso, requerirá los dictámenes periciales tendientes a conocer la personalidad del sujeto y los demás elementos conducentes”; sin embargo, dicha porción no fue reclamada por el quejoso y además en el caso particular para ponderar sobre el grado de culpabilidad no se consideró el estudio de personalidad del ahora recurrente.
38. Idéntico razonamiento se realizó en el amparo directo en revisión **********, fallado en sesión de veintisiete de noviembre de dos mil trece, por unanimidad de cinco votos.
39. Consecuentemente, se advierte que el Tribunal Colegiado de manera correcta, concluyó que los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, no contravienen las garantías de exacta aplicación de la ley y de legalidad.
40. Por otra parte, como adecuadamente lo determinó el Tribunal Colegiado, los artículos 128 y 138 del Código Penal para el Distrito Federal, al prever una sanción más severa que la aplicable al delito simple, por actualizarse alguna de las hipótesis o circunstancias que el segundo de los preceptos señala, no son contrarios al principio de proporcionalidad de las penas previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que impone la correlación con la gravedad del delito que se sanciona y la intensidad de la afectación del bien jurídico.
41. En ese contexto, los artículos 128 y 138 del Código Penal para el Distrito Federal, son del siguiente tenor:

“Artículo 128. A quien cometa homicidio calificado se le impondrá de veinte a cincuenta años de prisión”.

“Artículo 138. El homicidio y las lesiones son calificadas cuando se cometen con: ventaja, traición, alevosía, retribución, por el medio empleado, saña, en estado de alteración voluntaria u odio.

I. Existe ventaja:

a) Cuando el agente es superior en fuerza física al ofendido y éste no se halla armado;

b) Cuando es superior por las armas que emplea, por su mayor destreza en el manejo de ellas o por el número de los que intervengan con él;

c) Cuando el agente se vale de algún medio que debilita la defensa del ofendido; o 

d) Cuando éste se halla inerme o caído y aquél armado o de pie;
e) Cuando hay violencia psicoemocional por parte del agresor en contra de la víctima, de tal forma que imposibilite o dificulte su defensa.

La ventaja no se tomará en consideración en los tres primeros casos, si el que la tiene obrase en defensa legítima, ni en el cuarto, si el que se halla armado o de pie fuere el agredido y además hubiere corrido peligro su vida por no aprovechar esa circunstancia;

II. Existe traición: Cuando el agente realiza el hecho quebrantando la confianza o seguridad que expresamente le había prometido al ofendido, o las mismas que en forma tácita debía éste esperar de aquél por las relaciones de confianza real y actual que existen entre ambos;

III. Existe alevosía: Cuando el agente realiza el hecho sorprendiendo intencionalmente a alguien de improviso, o empleando acechanza u otro medio que no le dé lugar a defenderse ni evitar el mal que se le quiera hacer;

IV. Existe retribución: Cuando el agente lo cometa por pago o prestación prometida o dada;

V. Por los medios empleados: Se causen por inundación, incendio, minas, bombas o explosivos, o bien por envenenamiento, asfixia, tormento o por medio de cualquier otra sustancia nociva para la salud;

VI. Existe saña: Cuando el agente actúe con crueldad o bien aumente deliberadamente el dolor o sufrimiento de la víctima;

VII. Existe estado de alteración voluntaria: Cuando el agente lo comete en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes o psicotrópicos u otras sustancias que produzcan efectos similares;

VIII. Existe odio cuando el agente lo comete por la condición social o económica; vinculación, pertenencia o relación con un grupo social definido; origen étnico o social; la nacionalidad o lugar de origen; el color o cualquier otra característica genética; sexo; lengua; género; religión; edad; opiniones; discapacidad; condiciones de salud; apariencia física; orientación sexual; identidad de género; estado civil; ocupación o actividad de la víctima”.
42. De lo anterior se advierte que los citados preceptos se refieren al delito de homicidio calificado y su respectiva sanción y por lo tanto, que su estructura obedece a la clasificación doctrinaria de tipos penales, al respecto la doctrina clasifica los delitos en orden al tipo: básicos, especiales y complementados.
 Los tipos básicos se estiman tales por tener plena independencia y servir de fundamento para que de ellos se desprendan otras figuras típicas, ya sean derivadas o autónomas; este es el caso del delito de homicidio previsto en el artículo 123 del Código Penal para el Distrito Federal, que a la letra dice:
“Artículo 123. Al que prive de la vida a otro, se le impondrá de ocho a veinte años de prisión”.

43. Por su parte, los tipos especiales se desprenden del fundamental o básico, al agregarle nuevos elementos, integrándose así una nueva figura típica autónoma, con su propia penalidad. Así, un delito especial contiene los elementos típicos del tipo básico, sin embargo, tiene otros que lo convierten en un nuevo tipo de injusto independiente.
44. Por último, la doctrina atiende a los llamados tipos complementados, también denominados circunstanciados o subordinados; ellos se integran cuando a la figura fundamental se le añaden otros elementos, pero contrario a la anterior clasificación, no se forma un nuevo tipo autónomo, sino que subsiste el mismo, dando lugar las circunstancias agregadas a que la penalidad se aumente o disminuya, por lo que también pueden denominarse agravantes o atenuantes. En este sentido, de estas circunstancias no depende el ser del delito, sino sólo su gravedad.  Éste es el caso del artículo 138, mismo que constituye un tipo complementado del precepto 123 al establecer las hipótesis y circunstancias que integran el homicidio calificado, cuya sanción está prevista en el numeral 128 del mismo ordenamiento.
45. Esta clasificación de los delitos, atendiendo al tipo penal, fue objeto de pronunciamiento por la Primera Sala en la tesis de rubro: “DELITOS. AUTONOMÍA DE LOS TIPOS”.
46. Ahora bien, en relación con lo anterior, esta Primera Sala en el amparo directo en revisión **********, fallado en sesión de cuatro de julio de dos mil doce, por unanimidad de cinco votos, consideró que el citado artículo 138 especifica determinadas hipótesis o circunstancias bajo las cuales se califica la conducta básica del tipo penal de homicidio prevista en el artículo 123 del mismo ordenamiento punitivo y que en el caso de actualizarse alguna de ellas, el juzgador debe remitirse al artículo 128 que prevé el margen de  sanciones mínima y máxima a imponer; por lo que de la confrontación de estos preceptos se advertía que no son violatorios del principio non bis in idem, toda vez que su aplicación no genera per se una recalificación o una doble punición, pues de actualizarse efectivamente alguna de las hipótesis o circunstancias previstas en el artículo 138 del Código para el Distrito Federal, la sanción que se impondrá es únicamente la prevista en el artículo 128 del mismo ordenamiento.
47. Asimismo, que debía quedar plenamente establecido que el hecho de que exista un tipo penal básico (homicidio) cuya penalidad puede ser agravada por una calificativa prevista en la ley, atendiendo a las circunstancias que concurran a la manifestación de la conducta señalada, no significa que se esté juzgando a una persona dos veces por el mismo delito, de conformidad con la tesis emitida por esta Primera Sala 1ª. CXCI/2007, de rubro: “ROBO CALIFICADO. EL ARTÍCULO 224, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL QUE PREVÉ UNA PENALIDAD AGRAVADA DIVERSA A LA ESTABLECIDA PARA EL TIPO BÁSICO, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULO AUTOMOTRIZ O PARTE DE ÉSTE, NO TRANSGREDE EL ARTÍCULO 23 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.
48. Además, que los citados artículos 128 y 138 califican la conducta típica básica y por ende, complementan al delito de homicidio previsto en el artículo 123 del Código Penal para el Distrito Federal, por lo que no puede decirse que estén recalificando una misma conducta o sancionándola dos veces, lo cual se encuentra reflejado en la tesis de la Primera Sala 1ª CI/2011, de rubro: “AGRAVANTES. NO SON VIOLATORIAS DEL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM”. 
49. Que en ese sentido, el sistema metodológico empleado por el legislador para establecer las sanciones aplicables para la punición del ilícito de homicidio, implica un orden de graduación que obedece al reproche jurídico correspondiente a la conducta cometida y la afectación al bien jurídico tutelado por la ley penal. Así, en el artículo 123 del Código Penal para el Distrito Federal se prevé el marco de punición aplicable a la acción de homicidio doloso simple, carente de calificación específica, lo cual es un parámetro referencial de previsión de la conducta jurídico penal reprochable de carácter neutro aplicable a la acción dolosa y un indicativo para determinar la gradualidad de la sanción ante la concurrencia de circunstancias que determinen su mayor o menor reproche. Aquí es donde tienen lugar las circunstancias de comisión de la conducta que modulan el grado de punibilidad asignada por el legislador, por atenuar o agravar el reproche. Tratándose del delito de homicidio previsto en la norma penal referida, son circunstancias calificativas de la acción a las que el legislador les ha asignado una agravación de la pena -ventaja, traición, alevosía, retribución, etcétera-.
50. Así, en el artículo 138 del Código Penal para el Distrito Federal únicamente se enuncian las hipótesis circunstanciales que determinan la calificación agravante de la conducta típica de homicidio; pero el reproche de sanción lo establece el artículo 128 del mismo ordenamiento punitivo.
51. Que de esa manera, la previsión normativa para sancionar el delito de homicidio no comprende una doble calificación o sanción de la conducta, sino la previsión de acciones concretizadas y la gradualidad del reproche en torno a las circunstancias que confluyen en su realización, por lo que la sanción prevista en el artículo 123 es aplicable únicamente a la acción de homicidio doloso neutro o simple intencional -de ocho a veinte años de prisión-; sin embargo, cuando concurre alguna circunstancia que determine la agravación del reproche, entonces es otra la sanción aplicable que obedece al incremento gradual en un marco de proporcionalidad de la pena aplicable, la cual se establece en el artículo 128, que se relaciona con el numeral 138 del Código Penal para el Distrito Federal.
52. También se determinó que la racionalidad jurídica que hay detrás de esta decisión legislativa es establecer una diferenciación al momento de sancionar una conducta dependiendo de determinadas hipótesis o circunstancias que le imprimen gravedad, como lo es privar de la vida a una persona cuando existe ventaja o una retribución de por medio, por ejemplo; y en este sentido, el legislador local previó una sanción más severa en caso de actualizarse alguna de las hipótesis o circunstancias previstas en el artículo 138 del Código Penal para el Distrito Federal, con la finalidad de atender la exigencia de proporcionalidad de las penas, lo cual encuentra apoyo en la tesis 1ª CCXXXV/2011, emitida por esta Primera Sala de rubro: “PENAS. PARA ENJUICIAR SU PROPORCIONALIDAD CONFORME AL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL PUEDE ATENDERSE A RAZONES DE OPORTUNIDAD CONDICIONADAS POR LA POLÍTICA CRIMINAL INSTRUMENTADA POR EL LEGISLADOR”.
53. Por ende, esta Primera Sala determinó que la exigencia de proporcionalidad implica que el sistema de penas previsto en los códigos penales atienda a la importancia del bien jurídico protegido, la intensidad del ataque y el grado de responsabilidad subjetiva del agente, entre otras cuestiones, por lo que imponer una sanción más agravada cuando aumenta el grado de reproche de la conducta en cuestión, resulta proporcional y acorde al mandato del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
54. Las anteriores consideraciones dieron origen a la tesis que aquí se reitera y que es del siguiente tenor:

Décima Época 

Registro: 2001924 

Instancia: Primera Sala 

Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 1a. CCXXXVI/2012 (10a.) 

Página: 1204 
“HOMICIDIO CALIFICADO. LOS ARTÍCULOS 128 Y 138 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE DETERMINAN LA APLICACIÓN DE UNA SANCIÓN AGRAVADA EN COMPARACIÓN CON LA PREVISTA PARA EL DELITO SIMPLE, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La previsión normativa para sancionar el delito de homicidio agravado no comprende una doble calificación o sanción de la conducta, sino la previsión de acciones concretas y la gradualidad del reproche en torno a las circunstancias que confluyen en su realización. Así, la sanción de 8 a 20 años de prisión prevista en el artículo 123 del Código Penal para el Distrito Federal, es aplicable únicamente a la acción de homicidio doloso neutro o simple intencional. En cambio, cuando concurre alguna circunstancia a las que se refiere el precepto 138, que agrava el reproche de la conducta, entonces la pena aplicable será de 20 a 50 años de prisión, en términos del numeral 128, pues ello obedece al incremento gradual en un marco de proporcionalidad de la sanción. La racionalidad jurídica que hay detrás de esta decisión legislativa es establecer una diferenciación al momento de sancionar una conducta de acuerdo a la actualización de las hipótesis o circunstancias que le imprimen gravedad, como sucede cuando se priva de la vida a una persona mediante ventaja, traición, alevosía o por retribución, entre otras. Por tanto, los artículos 128 y 138 del Código Penal para el Distrito Federal, al prever una sanción más severa que la aplicable al delito simple, por actualizarse alguna de las hipótesis o circunstancias que el segundo de los numerales señala, no violan el principio de proporcionalidad de las penas previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que impone la correlación con la gravedad del delito que se sanciona y la intensidad de afectación al bien jurídico”.

Amparo directo en revisión **********. 4 de julio de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez.
55. Por otro lado, lo que argumenta el recurrente en sus agravios, en relación a que no se tomó en cuenta el estado de indefensión que tuvo ante la Agencia del Ministerio Público, violando con ello su reconocimiento de inocencia, así como el derecho de debido proceso, la igualdad real de oportunidades de todas las personas y demás derechos fundamentales contenidos en los artículos 17 y 20, fracciones V y VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; debe desestimarse, en virtud de que el Tribunal Colegiado al respecto señaló que durante su estancia en el Ministerio Público, no mediaron actos de incomunicación al permitírsele comunicarse con sus familiares, ni violaciones al debido proceso, específicamente en cuanto a sus derechos de defensa adecuada, pues en su declaración ministerial sí estuvo asistido de un licenciado en derecho, en el caso concreto, de la defensora de oficio **********.
56. Consecuentemente, esta Primera Sala considera que el Tribunal Colegiado que conoció del asunto, de manera indicada declaró que los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, no contravienen las garantías de exacta aplicación de la ley penal y de legalidad y que los diversos preceptos 128 y 138 del mismo ordenamiento legal, tampoco son violatorios del principio de proporcionalidad de las penas.
V. DECISIÓN

57. Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO.- En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.
SEGUNDO.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, en contra del acto y la autoridad precisados en el apartado II de esta ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, remítanse los autos al Tribunal de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquéllas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:


…IX.- En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras”. 


� “Artículo 81.- Procede el recurso de revisión: (…).


II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del pleno.


La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras”.


� “Artículo sexto. La jurisprudencia integrada conforme a la ley anterior continuará en vigor en lo que no se oponga a la presente ley”.


� Mir Puig Santiago, Derecho Penal. Parte general, Editorial B de F, Buenos Aires, 2004, p. 602. 
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